LEGISLATURA DEL CONGRESO
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE

INICIATIVA PRESENTADA POR EL LIC. SILVANO BARBA GONZALEZ- GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

CON FECHA: 2 DE MARZO DE 1939

DECRETO: 3984

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

C.C. DIPUTADOS SECRETARIOS 

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E .


Con la facultad que me confiere la Fracción II del Artículo 16 de la Constitución Política del Estado,  me permito formular ante la consideración de esa H, Cámara, una iniciativa de reformas al citado ordenamiento:

EXPOSICION DE MOTIVOS DE LAS REFORMAS

A LA CONSTITUCION DE JALISCO


Paralelas a la medida de renovar los Códigos, recientemente llevada a cabo en el Estado, se impone la necesidad de  revisar la organización misma del Poder Judicial a efecto de adecuarla a las nuevas necesidades del medio, Debe advertirse ante todo que no es posible, ni necesario tampoco, imponer al régimen trascendentales modificaciones, puesto que ya una larga experiencia ha demostrado que el sistema de  Juzgados unitarios para la primera instancia y Salas colegiadas para la segunda, ha respondido a las aspiraciones de justicia del pueblo de Jalisco.

Lo único que se pretende es armonizar el sistema de la designación de los funcionarios con nuestra organización política interior y tomar aquellas medidas que puedan traducirse en mejoramiento de la administración de Justicia.


La Constitución Política del Estado otorga al Poder Legislativo, con exclusión del Ejecutivo, la facultad de  designar a los individuos que en calidad de  magistrados deben integrar el Supremo Tribunal de Justicia, autoridad primera en la jerarquía del Poder Judicial, Este sistema para la designación de los más elevados funcionarios judiciales, tiene en su contra varios inconvenientes, de los cuales serán brevemente apuntados los mas importantes.

Desde luego el procedimiento no es lógico con la clásica división tripartita de los poderes que rige  en el Estado como principio fundamental de nuestra organización política. Si el Poder Judicial no surge de una elección popular, mediante la cual los ciudadanos puedan expresar directamente su voluntad, el ideal sería para mantener el principio democrático, encontrar una fórmula que permita obtener la designación de los  integrantes de aquel Poder, por la manifestación conjunta de la voluntad de los otros dos, que sí son designados por el sufragio popular.


Si los Diputados y el Gobernador son elegidos directamente por el pueblo, lo que más se aproxima al ideal democrático, es que de ambos, igualmente representativos de la colectividad que les eligió, nazca el otro Poder que habrá de compartir con ellos el ejercicio de la soberanía, en todas sus manifestaciones.


Así pues, en contravenir estos principios fundamentales de nuestro Derecho Constitucional, es en lo que se ostenta el primer inconveniente del precepto de nuestra Constitución local, que coloca solo en manos del Poder Legislativo la facultad de designar a los magistrados del Supremo Tribunal.


Ese obstáculo que en el fondo se ostenta como de carácter puramente doctrinal, se refleja en otros inconvenientes ya de orden práctico. Precisamente por ser el Congreso  un cuerpo colegiado, la elección de los magistrados puede en ocasiones no ser tan expedita no tan obvia como las circunstancias llegaren a requerirlo. Por otra parte, a causa de los diversos intereses representados en la Cámara, los nombramientos pueden recaer en elementos tan disímiles o incompatibles, que no se produzcan en ellos la unidad y cohesión que hace menester la buena marcha de sus funciones.

Si en el curso del período constitucional llegaren a ocurrir vacantes en el Tribunal, entonces el sistema de que se viene hablando pone más al descubierto sus desventajas. Puede acontecer que en el tiempo en que ello acontezca la Cámara esté en receso y entonces es preciso acogerse a este dilema: o convocar a sesiones extraordinarias para elegir al sustituto, o aguardar a la siguiente apertura del Congreso, soluciones por igual inconvenientes. La Ley Orgánica, en previsión de  estos incidentes, establece que por cada magistrado debe elegirse un suplente; pero esta solución no resuelve satisfactoriamente el problema; cuando en el curso del período haya de llamarse a un suplente cuya designación se hizo tiempo atrás, puede ocurrir que ya no concurran en él las circunstancias personales cualidades,  etcétera que hayan decidido su aceptación.


Para salvar todos los inconvenientes apuntados, es preciso instituir un sistema para la designación de los magistrados que permita la intervención armónica y congruente tanto del Poder Legislativo como del Ejecutivo. Con tal propósito ya ha sido promovida la correspondiente reforma a la Constitución Local.


El sistema adoptado queda establecido sobre estas bases fundamentales: El Gobernador del Estado expedirá los nombramientos y las someterá a la consideración del Congreso para que éste los apruebe o los rechace; de  este modo se reserva  al Ejecutivo la iniciativa y al Legislativo la decisión, distribución de funciones que resumen una adecuada y lógica participación de ambos.


Para los casos en que el Congreso deseche alguna de las designaciones propuestas por el Ejecutivo, no se ha seguido el prolongado procedimiento que se observa en la  Federación, de sugerencias sucesivas que pueden ser rechazadas hasta tres veces, sino que, simplificándose los medios, se ha optado por este sistema; desechada una proposición, El Ejecutivo propondrá entonces una terna de candidatos para que en favor de cualquiera de ellos haga el Congreso recaer la designación. Si a ninguno de ellos se elige, entonces el Gobernador  hará el nombramiento definitivo.

Queda previsto en la reforma el caso de que  ocurra alguna vacante en el Tribunal, durante los períodos en que está clausurado el Congreso. Entonces será la Diputación Permanente la que ejerza las facultades concedidas a aquel; pero las determinaciones que tome tendrán el carácter de provisionales y serán sometidas a la consideración del Congreso en el inmediato período de sesiones.


Para la aceptación de renuncias y concesión de licencias por más de dos meses se ha seguido respecto de los magistrados el mismo sistema mixto adoptado para su designación. El Ejecutivo aceptará las renuncias y concederá las licencias, pero sus determinaciones para que surtan efectos requieren la ratificación de la Cámara, o en su caso de la Comisión Permanente cuyos actos en estos casos, dada la índole de ellos, si son definitivos.


Como una medida de estímulo y de conveniencia desde tantos otros puntos de vista se ha conservado para los magistrados y jueces la estabilidad en el cargo por todo el tiempo del período constitucional,.Solo se aceptan como causas de destitución la mala conducta que lleva implícita también el caso de comisión de delitos o la pérdida de alguno de los requisitos que la Ley hace necesarios para desempeñar el cargo; pero siempre previo el juicio de responsabilidad, Las causas de destitución para los magistrados  serán calificadas por el Congreso y para los jueces por el Supremo Tribunal.


Los motivos que indujeron al suscrito para proponer la reforma al sistema de la renovación de los ayuntamientos, fueron ampliamente explicados en la exposición que acompañe a la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo.


Las relaciones que cada día son más intensas entre los gobierno de los Estados y los Poderes de la Federación, a causa de la estrecha cooperación en que  desarrollan todas las actividades a su cuidado, dieron lugar a que en el cuatrenio Constitucional que acaba de concluir, el señor Gobernador saliera en numerosas ocasiones a la capital de la República, Cada separación del territorio del Estado, implicaba la reunión de la Cámara con objeto de hacer la designación del sustituto y las demás formalidades inherentes a la transmisión interina del Poder . Con la experiencia que proporcionan estos hechos,  he considerado necesario proponer la reforma que someto a la consideración de esa H. Cámara, a fin de que cuando las ausencias del Gobernador no sean por largo tiempo, se haga cargo, automáticamente del despacho el Secretario de Gobierno, con atribuciones que expresamente quedarán fijadas en la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo.


Estimo que la reforma es conveniente, porque además de que ahora las formalidades de la designación, la  protesta y la toma de posesión, permite que siga actuando como encargado del Poder, un funcionario que por su propia misión, está en íntimo contacto con la administración y compenetrado a fondo de todos sus problemas..  
.
Sin embargo, para mantener en sus justos límites el alcance de este procedimiento, se ha considerado  oportuno fijar en quince días el plazo máximo, en que pueda el Gobernador separarse de sus funciones o ausentarse  del territorio del Estado, sin licencia del Congreso y sin que sea preciso el nombramiento de un Gobernador interino.
